
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / EL APODERADO JUDICIAL DEBE CONTAR CON PODER ESPECIAL Y CONCRETO.
… reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución”. (…)
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Para la Sala, palmariamente, se incumplen los supuestos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, por su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos. 

Específicamente, cuando quien promueve la demanda aduce su calidad de apoderado, se reitera, es menester que obre en la actuación el poder que lo faculte para ello, que además debe ser especial y dirigido, de manera exclusiva, a la representación en esta clase de asuntos. (…)
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Acta N° 20 del 28 de enero del 2019  
 



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Alfonso Figueredo Cañas en contra del Juzgado Quinto Civil del Circuito local,  la que fueron vinculados Carlos Manuel Adarve, Juan Diego García Vélez, la sociedad Mundo Video S.A. y la Agencia de Aduanas CS S.A. Nivel 2.




ANTECEDENTES

  



Alfonso Figueredo Cañas, en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en la que aduce la violación, entre otros, de su derecho fundamental al debido proceso.
   



Narró, en síntesis que, como abogado de los señores Carlos Manuel Adarve y Juan Diego García Vélez, presentó una demanda de responsabilidad contractual en contra de la sociedad Mundo Video S.A., la que le correspondió a la célula judicial accionada.





Explica que todas las actuaciones durante el trámite del proceso fueron notificadas en “el sistema de información de la rama judicial “procesos.ramajudicial.gov.co”, sin embargo, no sucedió lo mismo con la sentencia que se profirió el 15 de enero del año 2018, motivo por el cual, y comoquiera que reside en la ciudad de Medellín, no interpuso los recursos pertinentes contra ella; expone, finalmente, que solicitó la nulidad de esa notificación lo que fue despachado desfavorablemente al igual que los recursos que presentó contra esa decisión.     
  


    
Pidió, por consiguiente, dejar sin efectos la notificación de la sentencia surtida el 15 de enero del año 2018 en el proceso de la referencia y ordenarle al juzgado accionado realizarla nuevamente, de conformidad con lo reglado en el artículo 295 del C.G.P.




Se dispuso el trámite de rigor, con las citadas vinculaciones, se corrió el correspondiente traslado para ejercer el derecho de defensa; del juzgado encartado se solicitó la remisión de las copias que considerara pertinentes.




La titular del despacho accionado, en medio digital, remitió copia del expediente de marras, también manifestó que la notificación de la sentencia se realizó con estricto apego a la ley, que las notificaciones electrónicas o de otra índole, como siglo XXI no son obligatorias; aludió a la falta de legitimación en la causa por pasiva del accionante pues está agenciando los intereses de las personas que actuaron como demandantes en el proceso, de quienes es imposible inferir que estén imposibilitados para ejercer su propia defensa. También adujo que se incumplen los requisitos de inmediatez y subsidiaridad.





Carlos Manuel Grajales Adarve y Juan Diego García Vélez, con similares argumentos a los del actor, solicitaron tutelar sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, acceso a la administración de justicia, confianza legítima y a la publicidad de las actuaciones judiciales.




El representante legal de la Agencia de Aduanas CS S.A.S Nivel 2, hizo ver la falta de legitimación en la causa del accionante, quien actúa sin poder para prohijar los derechos de los demandantes, dijo que el amparo carece del presupuesto de inmediatez y expuso que las notificaciones por el portal de la rama judicial están habilitadas en determinados municipios para trámites ante la jurisdicción administrativa, no para los asuntos civiles.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad bajo la premisa de que el Juzgado accionado vulneró los fundamentales invocados, al omitir informar sobre la sentencia que se profirió en el proceso de la referencia, por medio del portal web de la rama judicial.

Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Para la Sala, palmariamente, se incumplen los supuestos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, por su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos. 

Específicamente, cuando quien promueve la demanda aduce su calidad de apoderado, se reitera, es menester que obre en la actuación el poder que lo faculte para ello, que además debe ser especial y dirigido, de manera exclusiva, a la representación en esta clase de asuntos.

Ha recordado la Corte Constitucional, ahora en sentencia de unificación, que:

 


La tutela es un medio de defensa judicial de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
  Representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Ahora bien, para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los [derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.





Y en ese preciso caso, como halló que quien promovió la demanda carecía de poder para representar al afectado y que tampoco se cumplían los requisitos de la agencia oficiosa, concluyó que: 

  


Debido a que no ostenta entonces poder para representar judicialmente al señor Jorge Andrés Montoya Moreno, ni invoca tampoco –ni tiene en el fondo- la calidad de agente oficioso del titular de los derechos fundamentales en que se sustenta, la tutela instaurada por el señor Pablo Elías González Monguí debe declararse improcedente debido a su manifiesta falta de legitimación en la causa por activa. En esa medida, este solo hecho indica que no hay por lo tanto razones que legitimen al juez para estudiar el fondo del asunto. Por este motivo, la Corte Constitucional revocará la providencia de segunda instancia, que a su vez revocó la de primera, y en su lugar declarará improcedente el amparo. (Se resalta).

  



Ya antes, en la sentencia T-531 de 2002, la misma Corporación había relacionado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia SU-055 de 2015 citada, que a continuación se indican:

   


Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico
. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.
 En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido
 para la promoción
 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen
 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho
 habilitado con tarjeta profesional
.  (Resalta la Sala)

  



Sobre el tema, también precisó en reciente providencia la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 que:

  
 
La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente. La falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa. (Resalta la Sala).
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado al accionante, por la sencilla razón de que no es parte; realmente es el abogado de los señores Carlos Manuel Grajales Adarve y Juan Diego García García,  y se insiste en ello, en el proceso declarativo de responsabilidad contractual; de donde surge evidente el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la acción consagrada en el articulado del decreto 2591 de 1991, que toca con el derecho de postulación en este especial trámite constitucional, y que ha sido custodiado con esmero por la jurisprudencia patria.

  


 
Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. 
Pero, aun si se diera por superado este escollo, dado que a este trámite comparecieron los demandantes del proceso que se cuestiona, para reclamar la protección de sus derechos fundamentales, también es claro que se incumple el requisito de la inmediatez. Y esto, porque la última decisión que en aquel proceso se profirió, en la que se resolvió una solicitud de anulación de la notificación de la sentencia, se notificó el 20 de abril del año 2018
, es decir, desde esa fecha y hasta el día en que se instauró la presente acción de tutela, el 14 de enero último, transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para atacar por esta vía, alguna actuación u omisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes. 

Sobre ese punto, se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente.
   



Téngase presente que una acción de esta estirpe no está diseñada para que se puedan soslayar los mecanismos ordinarios de defensa ni tampoco está erigida como una instancia adicional.
           


En conclusión, bien sea por la falta de legitimación, ora por la anunciada inmediatez, se declarará la improcedencia referida.




Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Alfonso Figueredo Cañas  en contra del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


   DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  
Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92


� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “[l]a acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.


� Sentencia T-531 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). En esa ocasión, la Corte negó la acción de tutela interpuesta por una persona, entre otras razones porque no tenía la condición de apoderado judicial. Para sostener ese punto, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.


� Su-055 de 2015


� Esta presunción fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991.  Sobre la misma se pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resuelve el caso de abogados que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte niega la tutela por que no se configura  la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos  para el apoderamiento judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado”. 


� En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.”


� En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del código de procedimiento civil en la materia, así en la sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º: “En los poderes especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.”


� En este sentido en la en la sentencia T-695 de1998 la Corte  no concedió la tutela impetrada debido a que el abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550 de 1993 oportunidad en la cual la Corte afirmó:  “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional”  En un sentido similar ver sentencia T-002 de 2001, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no  habilita  para instaurar acción de tutela, así  los  hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal.


� En la sentencia  T-530 de 1998 la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no debió darle trámite al respectivo proceso  debido a que el  abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su calidad de agente oficioso.  En este sentido aseveró que “Aunque podría pensarse que su calidad de representante de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela.”


� En la sentencia T-207 de 1997 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma.  Con respecto al apoderamiento judicial como excepción al principio de informalidad de la acción señaló: “Caso distinto es el de quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971).  Ello no solamente por razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.”


� Sobre la obligatoriedad de que la representación  judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío la Corte en sentencia T-550 de 1993  mediante  interpretación sistemática del ordenamiento jurídico,  a partir de las  disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del decreto 2591 de 1991 (que  señala las faltas  para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) concluyó que esta disposición no tendría sentido  sino se entendiera que la representación judicial  sólo pudiese ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 


� CSJ, SCC, providencia del 13 de abril de 2016; expediente STC4544-2016; radicación N° 11001-02-03-000-2016-00782-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez


� Página 34 del disco compacto visible a folio 37 del expediente. 


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, T-031 de 2016, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco
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